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El pasado octubre el marbellí Hotel Barceló Guadalmina acogía las LVI Jornadas Æquitas y 
IX Jornadas Fundación Tutelar y Asistencia Personal, que contaron con la colaboración del

Colegio Notarial de Andalucía y el consistorio de la localidad costasoleña. El notario y director del
área social de Æquitas, Federico Cabello de Alba, y José Luis Calderón Jiménez, abogado de la Fun-
dación Tutelar Fundatul, dirigieron este encuentro que tenía como epígrafe La inclusión de las per-
sonas con discapacidad ¿Qué tenemos? ¿Qué nos falta?. REDACCIÓN

Fiscales, abogados, notarios, inge-
nieros, arquitectos, expertos en
accesibilidad, juristas, representan-
tes del movimiento asociativo, psi-
copedagogos, abordaron en mesas
redondas y ponencias diferentes
aspectos de la discapacidad, como:
las instituciones sucesorias y la dis-
capacidad, las alternativas a la inca-
pacitación, la planificación y gestión
urbanística en el diseño de ciuda-
des accesibles, la accesibilidad en
el espacio urbano, el empleo ordi-
nario y protegido de las personas
con discapacidad, referentes comu-
nitarios de inclusión, autonomía e
inserción sociolaboral, la interven-
ción de las instituciones tutelares en
relación a las personas con funcio-
namiento intelectual límite o la auto-
tutela o los poderes preventivos.

Jurisprudencia. Carlos Ganzen-
müller, fiscal del Tribunal Supremo y
colaborador habitual de Æquitas,
asumió el estudio de la posición
jurisprudencial sobre los derechos
e inclusión social de las personas
con discapacidad, el derecho de
participación política y  al honor y la
intimidad. Analizandos a la luz de la
Convención de los derechos de las
personas con discapacidad y la
posición del Tribunal Supremo, criti-
có que los de participación social
de las personas con discapacidad
y, entre ellos, el de sufragio, no
sean excluidos por la mera existen-
cia de una discapacidad. A su
entender la privación del derecho
de sufragio activo ha sido muy

generalizado en las sentencias de
los tribunales, lo que determinará
un nuevo planteamiento en su
rehabilitación, y obligará ahora a los
fiscales a intervenir activamente en
la restauración de este derecho
fundamental del artículo 23 de la
Constitución Española y a aplicar la
Convención de Naciones Unidas
sobre los derechos de las personas
con discapacidad, y a tener que
solicitar la modificación y reintegra-
ción de la capacidad del sufragio
de derecho activo en multitud de
procesos en los que se ha privado
del mismo sin fundamento alguno
y en los que esta privación no era
acorde con la Constitución Espa-
ñola y con los convenios interna-
cionales.

El estudio de las instituciones
sucesorias y la discapacidad fue
abordado por el notario Ramón

Moscoso, delegado de la fundación
Æquitas en Andalucía, quien tuvo
ocasión de repasar las instituciones
que en nuestro ordenamiento pue-
den servir para mejorar la situación
de las personas con discapacidad
con ocasión del fallecimiento de
los familiares o amigos que los cui-
dan. Federico Cabello de Alba, di-
rector del área social de la funda-
ción Æquitas, disertó sobre las
alternativas a la incapacitación,
analizando, desde una perspectiva
notarial, figuras que pueden hacer
innecesario el recurso a procedi-
mientos de incapacitación. Ambos
concluyeron que si bien es necesa-
ria una adaptación de nuestra legis-
lación a la Convención
de los dere-
chos de las
personas con
discapacidad,
contamos con algunos
mecanismos que nos
pueden ayudar al
abordar estas cues-
tiones.

La accesibilidad
urbanística, los
avances y las exi-
gencias que de ella derivan fueron
analizados en extenso por los
arquitectos Cruz Blanco Velasco y
Carlos Rodriguez Mahou, ambos
especialistas en el tema y miem-
bros, respectivamente, de organis-
mos como el foro andaluz de bie-
nestar mental y el área de arquitec-
tura accesible del Centro de
referencia estatal de autonomía
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personal y ayudas técnicas. Fueron
acompañados por el ingeniero de
caminos, canales y puertos Rafael
Castaño Carrasco, que aportó su
amplia trayectoria como técnico en
el ayuntamiento marbellí. Aspectos
laborales relacionados con la disca-
pacidad fueron abordados por
David Mendoza, accésit del premio
Æquitas y letrado de la asociación
de personas con pluridiscapacidad
Adiam y María Amelia Martínez Valls,
directora del proyecto Trévol. Des-
tacaron que las ayudas al empleo
de las personas con discapacidad,
como bonificaciones en las cuotas
de Seguridad Social, subvenciones
salariales y condiciones laborales
favorecen a los centros especiales
de empleo frente a otras alternati-
vas más inclusivas. A su entender
la solución no pasa por mejorar, o
no, alguna de las diferentes alterna-
tivas de empleo sino por potenciar
a la persona con discapacidad,
haciéndola sujeto activo de sus
propios derechos, siendo su con-

tratación la que otorga a la entidad
contratante todos los beneficios,
sea cual sea esta última, de modo
que se incrementen sus posibilida-
des de empleo, indispensable para
su inclusión social.

Concluyó la primera jornada con
la intervención de Patricia Martínez
Ariza, que abordó el Estudio de los
requerimientos educativos de las
personas con discapacidad: su in-
serción sociolaboral. La segunda
sesión de trabajo se ocupó del aná-
lisis de la situación de las personas
con funcionamiento intelectual lími-
te y el papel de las fundaciones
tutelares, de la mano de Elena Jimé-
nez Martín y Álvaro Martín-Moreno,
de la fundación tutelar Kyrios. Des-
tacaron las exigencias especiales
de estas personas y la necesaria
adecuación de los apoyos a su
situación, distinta a las que con
carácter general afectan a las per-
sonas con discapacidad.

Para acabar se contó con la
intervención de los notarios Emilio

Esteban-Hanza y Almudena Cas-
tro-Girona, directora de la funda-
ción Æquitas. Abordaron junto con
Cristóbal Fábrega, fiscal coordina-
dor de la sección de discapacida-
des de la Audiencia Provincial de
Jaén y habitual colaborador de
Æquitas, la capacidad y discapaci-
dad: su valoración y apoyos. Para
este último, a pesar de que tras su
ratificación es indudable la aplicabi-
lidad directa de la Convención de
Nueva York en nuestro ordena-
miento, es necesario un cambio
legislativo y jurisprudencial también
en el Derecho privado español que
no se está dando por las resisten-
cias de sectores que no acaban de
conocer ni aceptar el espíritu de
dicho Convenio. Por esta misma
razón, sostuvo que los profesiona-
les implicados deben poner en mar-
cha los mecanismos para integrar
los principios de la convención en
nuestro trabajo diario con indepen-
dencia de que se lleve a cabo la
reforma legislativa necesaria. �

Federico Cabello de Alba Jurado, notario. Director del Área Social de la Fundación Æquitas; Ramón Moscoso Torres, delegado de la Fundación
Æquitas en el Colegio Notarial de Andalucía; Ignacio Tremiño Gómez, director general de políticas de apoyo a la discapacidad del Ministerio de
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad; Lorenzo del Río Fernández, presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía; María Ángeles
Muñoz Uriol, alcaldesa de Marbella; Ana María Rey Merino, secretaria general de Políticas Sociales de la Junta de Andalucía; Cándido Fernández
Ledo, presidente de la Fundación José Banús y Pilar Calvo; José Luis Calderón Jiménez, abogado de Fundación Tutelar: Fundatul.


